Tutela de 1ª Instancia

Radicado No.66001 22 04 003 2018 00021 00

Accionante: Nélfor Suárez Muñetón
Accionados: Juzgado Promiscuo del Circuito
Asunto: Remite por competencia 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:
Auto  – 1ª instancia – 6 de febrero de 2018

Proceso:    
Acción de Tutela – Remite por competencia 

Radicación Nro. :

660012204003-2018-00021-00

Accionante: 

NELFOR SUAREZ MUÑETON
Accionado:
 JUZGADO PROMISCUO DEL CIRCUITO DE APÍA Y OTRO

Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Temas: 
DERECHO A LA IGUALDAD Y DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA SENTENCIA PENAL / VINCULACIÓN DE SALA PENAL DE TRIBUNAL SUPERIOR POR DICTAR SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA / COMPETENCIA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA / Del escrito introductorio de la demanda se advierte que el señor Suárez Muñétón cuestiona la sentencia condenatoria emitida en su contra  por el Juzgado Promiscuo del Circuito por el delito de actos sexuales con menor de edad, en el entendido de considerar tal decisión discriminatoria, injustificada y en contravía a sus derechos fundamentales a la igualdad, igualdad y debido proceso. En el acápite de pretensiones el accionante solicita el amparo de las garantías constitucionales antes referidas y como consecuencia de ello, i) “se me rebaje la pena o se me absuelva del proceso que cursa en mi contra” y ii) “notifíquese dicha decisión a los órganos del Estado competentes”. Sería del caso proceder a resolver acerca de la admisión de la acción constitucional de tutela, no obstante, es importante mencionar que esta Sala profirió el 28 de septiembre de 2016 sentencia de segunda instancia con ponencia del Magistrado Jorge Arturo Castaño Duque, por medio de la cual se confirmó el fallo objeto de recurso de apelación interpuesto por la defensa del señor Nélfor Suárez Muñetón.

(…)
En este orden de ideas, y teniendo en cuenta que en el presente caso se hace necesaria la vinculación de la Sala Penal de este Tribunal al haberse proferido fallo de segunda instancia en el caso del accionante, la competencia para conocer la demanda de amparo recae en el superior jerárquico de ésta, es decir, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia a donde se remitirán las diligencias para su respectivo reparto.
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA  RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, seis (6) de febrero de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No.0112
Hora: 3:00 p.m.
Procedente de la oficina de reparto de la Administración Judicial se recibió la acción de tutela instaurada por el señor Nélfor Suárez Muñetón en contra del Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía.

Del escrito introductorio de la demanda se advierte que el señor Suárez Muñétón cuestiona la sentencia condenatoria emitida en su contra  por el Juzgado Promiscuo del Circuito por el delito de actos sexuales con menor de edad, en el entendido de considerar tal decisión discriminatoria, injustificada y en contravía a sus derechos fundamentales a la igualdad, igualdad y debido proceso.

En el acápite de pretensiones el accionante solicita el amparo de las garantías constitucionales antes referidas y como consecuencia de ello, i) “se me rebaje la pena o se me absuelva del proceso que cursa en mi contra” y ii) “notifíquese dicha decisión a los órganos del Estado competentes”.

Sería del caso proceder a resolver acerca de la admisión de la acción constitucional de tutela, no obstante, es importante mencionar que esta Sala profirió el 28 de septiembre de 2016 sentencia de segunda instancia con ponencia del Magistrado Jorge Arturo Castaño Duque, por medio de la cual se confirmó el fallo objeto de recurso de apelación interpuesto por la defensa del señor Nélfor Suárez Muñetón, según se advierte de la copia de la sentencia que se adjunta a este proveído. 

Los parámetros que permiten deducir la competencia del Juez Constitucional, están inmersos no solo en el Decreto Legislativo 2591 de 1991, sino en los expedidos a la luz de la facultad reglamentaria deferida al ejecutivo, esto es los Decretos 306 de 1991 y 1382 de 2000, junto con su interpretación jurisprudencial.
El Decreto 1382 de 2002, en materia de competencia, establece que:

“ARTICULO 1º-Para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas: (…) 

2. Cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior funcional del accionado. Si se dirige contra la Fiscalía General de la Nación, se repartirá al superior funcional del juez al que esté adscrito el fiscal.   (…)”

A su vez ell artículo 2.2.3.1.2.1 de Decreto 1069 de 2015  fue modificado  por el artículo 1º del  Decreto Nacional 1983 de 2017 el que para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991,  señaló que conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas:

(…) 5. Las acciones de tutela dirigidas contra los Jueces o Tribunales serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, al respectivo superior funcional del autoridad jurisdiccional accionada (…)”.
Por su parte, la Corte Constitucional en el Auto 124 del 25 de marzo de 2009 estableció, entre otras precisiones, que el Decreto 1382 de 2000 no constituye una regla de competencia sino de reparto de los asuntos de tutela, de manera que el funcionario a quien se le distribuya un determinado asunto no puede abstenerse de asumir su conocimiento pretextando falta de competencia
. Este criterio sin embargo comenzó a ser morigerado, y a través de un nuevo pronunciamiento plasmado en el Auto 198 del 28 mayo de 2009, aclaró en qué eventos es posible dirimir el supuesto conflicto de competencia aplicando las reglas del decreto 1382, y al efecto señaló la primera eventualidad, cuando el conocimiento de una demanda de tutela contra una alta Corte se le asigna a un funcionario judicial distinto de sus miembros. La segunda, cuando una tutela contra providencia judicial se reparte a un despacho diferente del superior funcional de quien la dictó.

En este orden de ideas, y teniendo en cuenta que en el presente caso se hace necesaria la vinculación de la Sala Penal de este Tribunal al haberse proferido fallo de segunda instancia en el caso del accionante, la competencia para conocer la demanda de amparo recae en el superior jerárquico de ésta, es decir, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia a donde se remitirán las diligencias para su respectivo reparto.
Infórmese a la parte accionante al respecto.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� Teniendo en cuenta lo anterior, en el auto 124 de 2009 se establecieron “las siguientes reglas, las cuales son, simplemente, consecuencias naturales de la jurisprudencia constitucional tantas veces reiterada por esta Corte:      Un error en la aplicación o interpretación de las reglas de competencia contenidas en el artículo 37 del decreto 2591 de 1991 puede llevar al juez de tutela a declararse incompetente (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). La autoridad judicial debe, en estos casos, declararse incompetente y remitir el expediente al juez que considere competente con la mayor celeridad posible.      Una equivocación en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto contenidas en el Decreto 1382 de 2000 no autorizan (sic) al juez de tutela a declararse incompetente y, mucho menos, a declarar la nulidad de lo actuado por falta de competencia. El juez de tutela debe, en estos casos, tramitar la acción o decidir la impugnación, según el caso. Los únicos conflictos de competencia que existen en materia de tutela son aquéllos que se presentan por la aplicación o interpretación del factor de competencia territorial del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación).  Estos serán decididos, en principio, por el superior jerárquico común de las autoridades judiciales involucradas o, en su ausencia, por la Corte Constitucional en su calidad de máximo órgano de la jurisdicción constitucional, de conformidad con las reglas jurisprudenciales que hasta el momento se han venido aplicando en esta materia. Ninguna discusión por la aplicación o interpretación del Decreto 1382 de 2000 genera conflicto de competencia, ni siquiera aparente. Por tanto, en el caso de que dos autoridades judiciales promuevan un conflicto de competencia por este motivo, el expediente será remitido a aquella a quien se repartió en primer lugar con el fin de que la acción de tutela sea decidida inmediatamente, sin que medien consideraciones adicionales relativas a las normas de reparto. Lo anterior no obsta para que esta Corporación o el superior funcional al que sea enviado un supuesto conflicto de competencia, proceda a devolver el asunto, conforme a las reglas de reparto del Decreto 1382 de 2000, en aquellos supuestos en que se presente una distribución caprichosa de la acción de tutela fruto de una manipulación grosera de las reglas de repartos contenidas en el mencionado acto administrativo, como sería el caso de la distribución equivocada de una acción de tutela interpuesta contra una providencia judicial emanada de una de las Altas Cortes.”





� Del mismo modo y con relación a la regla previamente citada, tales excepciones, se presentarían en los casos en los que se advierta una manipulación grosera de las reglas de reparto, como cuando se asigna el conocimiento de una demanda de tutela contra una Alta Corte, a un funcionario judicial diferente a sus miembros; o, necesariamente, siguiendo esa misma directriz, en los casos en que se reparta caprichosamente una acción de tutela contra una providencia judicial, a un despacho diferente del superior funcional del que dictó el proveído.
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